
Santiago, veinticuatro de junio de dos mil veintid s.ó

VISTOS:

En estos autos Rol C-5.595-2017 seguidos ante el Juzgado de Letras de 

Colina,  caratulados  Condominio Chicureo II  con Luis  Vera Ibaceta ,  juicio“ ”  

ordinario de cobro de pesos, por sentencia de veintiocho de enero de dos mil 

veinte, el juez titular de dicho tribunal hizo lugar a la demanda, con costas.

En  contra  de  esa  decisi n,  la  parte  demandada  interpuso  recurso  deó  

apelaci n.  Luego,  el  veintiuno  de  enero  de  dos  mil  veintiuno,  la  Corte  deó  

Apelaciones  de  Santiago,  compartiendo los  fundamentos  del  fallo  apelado,  lo 

confirm  sin m s.ó á

Respecto de esta ltima decisi n, la parte demandada interpuso un recursoú ó  

de casaci n en la forma y otro en el fondo. ó

Se orden  traer los autos en relaci n.ó ó

CONSIDERANDO: 

PRIMERO:  Que  previo  al  estudio  de  los  recursos  interpuestos  y 

conforme  lo  previene  el  art culo  775  del  C digo  de  Procedimiento  Civil,í ó  

corresponde analizar si de los antecedentes se manifiestan vicios en la sentencia 

que den lugar a la casaci n en la forma. Al conocer, entre otros, el recurso deó  

casaci n, la se alada norma autoriza a los tribunales para invalidar de oficio lasó ñ  

sentencias, debiendo o r sobre este punto a los abogados que concurran a alegarí  

en la vista de la causa. Pero si, como sucede en la especie, los defectos formales 

invalidantes s lo han sido detectados despu s de completarse el tr mite de laó é á  

vista, nada obsta a que pueda entrar a evaluar esos vicios con prescindencia de 

tales alegatos, en la medida que aqu llos revistan la suficiente entidad como paraé  

justificar  la  anulaci n  del  veredicto  en  que  inciden,  presupuesto  cuyaó  

concurrencia  quedar  en  evidencia  del  examen  que  ser  consignado  en  losá á  

razonamientos expuestos a continuaci n. ó

SEGUNDO:  Que  para  los  efectos  reci n  mencionados  es  necesarioé  

referir que mediante la demanda de autos el actor solicit  el pago de diversasó  

sumas que el  demandado debe por gastos comunes,  como propietario  de las 

parcelas 28 y 38 del Condominio Chicureo II en la comuna de Colina, cuyos 

montos alcanzan a las  sumas de $13.872.960 y $15.835.638 respectivamente. 

Como fundamento de su acci n acompa  copia del reglamento de copropiedadó ñó  

y un certificado expedido por el administrador del condominio que contiene el 

monto de la deuda para cada parcela, sin indicaci n del detalle respectivo.ó
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Se al  que la comunidad no se rige por las disposiciones de la Ley Nñ ó ° 

19.537, ya que no se encuentra en zona urbana, sino que por el reglamento de 

copropiedad otorgado por escritura p blica de fecha 10 de mayo de 1994, que seú  

encuentra inscrito al margen de la inscripci n de dominio respectiva, aplicandoó  

estas disposiciones, y de manera subsidiaria las normas contenidas en el p rrafoá  

3  del t tulo XXXIV del libro IV del C digo Civil.° í ó

El  demandado,  en  su  contestaci n,  plante  primeramente  la  falta  deó ó  

legitimaci n activa del demandante al se alar que carec a de representaci n de laó ñ í ó  

comunidad  al  incumplirse  diversas  disposiciones  reglamentarias,  ya  que  la 

personer a de la junta de vigilancia no ha recibido la aprobaci n de la asambleaí ó  

correspondiente.  Aleg  tambi n que en el caso ocurre un enriquecimiento sinó é  

causa  ya  que  las  deudas  demandadas  resultan  inexistentes,  pues  los  gastos 

comunes mensuales no alcanzan los $75.000 para cada parcela, de modo que lo 

demandado resulta desproporcionado, aplic ndose intereses sobre intereses y uná  

valor de la unidad de fomento que no corresponde al de la fecha de la mora.

El certificado firmado por el administrador del condominio, indic , ha sidoó  

extendido de manera arbitraria sin se alar, de modo circunstanciado, cada unoñ  

de los tems de la deuda ni el periodo de tiempo correspondiente.í

Present  tambi n demanda reconvencional por la que solicit  la nulidadó é ó  

absoluta  de  las  actas  de  asamblea  ordinaria  de  21  de  marzo  de  2017  y  la 

declaraci n de incumplimiento de diversas obligaciones contractuales relativas aó  

la mantenci n y reparaci n de reas comunes, al hecho de no cobrarse gastosó ó á  

comunes a los miembros de la junta de vigilancia y al ejercicio de actividades 

comerciales con infracci n del reglamento de copropiedad, todo ello junto a unaó  

indemnizaci n de perjuicios, sin embargo, no se le dio curso en su oportunidadó  

en raz n de lo expuesto en el art culo 254 N  2 y art culo 256 ambos del C digoó í ° í ó  

de Procedimiento Civil.

TERCERO: Que, la sentencia de primera instancia, luego de describir 

los  escritos  fundamentales  de  las  partes,  rechaz  la  alegaci n  de  falta  deó ó  

legitimaci n  activa  del  actor,  se alando  que  con  ello  el  demandando  se  haó ñ  

referido  m s  bien  a  la  falta  de  personer a  de  quien  comparece  por  elá í  

condominio, sin embargo, el abogado que compareci  por el actor lo hizo enó  

virtud de un mandato directo de la asamblea de copropietarios seg n se observaú  

en el acta de fecha 8 de enero de 2014, reducida a escritura p blica el 24 deú  

marzo de 2014.
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En relaci n a los conceptos demandados, analiz  la documental referente aó ó  

su  naturaleza  y  origen,  se alando  que  el  art culo  24  del  reglamento  deñ í  

copropiedad  indica  que  la  certificaci n  del  administrador,  en  relaci n  a  losó ó  

hechos  que  hubiere  verificado  personalmente  y  que  se  relacionen  en  forma 

directa  con  la  comunidad  en  conjunto  o  con  acuerdo  de  la  asamblea  de 

copropietarios  o  de  la  junta  de  vigilancia  o  con  la  observancia  del  mismo, 

“tendr  valor  y  efecto que la ley atribuya a  una presunci n  legalá ó .   Estim” ó 

suficiente el certificado de deuda y las planillas de gastos comunes que fueron 

presentadas correspondientes a los meses de mayo de 2014 a agosto 2017, a lo 

que sum  el reconocimiento del demandado, dado en la diligencia de absoluci nó ó  

de posiciones de existir una deuda de gastos comunes y que los comprobantes de 

dep sito, recibos de pago y copias de correos electr nicos acompa ados por eló ó ñ  

demandado para demostrar un pago parcial son de fecha anterior al certificado 

agregando  que  que  no  se  puede  descartar  que  esas  sumas  hayan  sido“…  

rebajadas  del  total,  y  no se opuso dijo-  una formal  excepci n  de pago al” – ó  

respecto.

CUARTO: Que, el demandado formul  en contra de la sentencia deó  

primera instancia un recurso de apelaci n, indicando que el juez a quo si bienó  

consider  las planillas de gastos comunes, que contienen un monto total muyó  

inferior a aquel que ha sido objeto de cobro, estim  que no exist an antecedentesó í  

suficientes para precisar el monto de los gastos comunes. A pesar de lo dicho, 

conden  al pago de gastos comunes y multas en m rito de un certificado por unó é  

monto cercano a los $29.000.000 sin indicarse los antecedentes espec ficos de elloí  

en relaci n a cada parcela, por el contrario, los documentos o plantillas indicadosó  

alcanzan a un monto de $3.669.971 para  cada unidad,  siendo evidente  una 

diferencia que no resulta explicable,  con un aumento aproximado, para cada 

periodo, del 500%.

La sentencia de segunda instancia, confirm  sin m s la sentencia apelada.ó á

QUINTO: Que, atendido los antecedentes que se han rese ado, y enñ  

consideraci n  a  la  documental  que  consta  en  el  proceso,  se  advierte  que  laó  

sentencia  de  primera  instancia,  cuyo  contenido  confirm  la  Corte  deó  

Apelaciones, ha realizado un an lisis parcial, poco razonado y no prolijo de lasá  

pruebas rendidas, sin explicitar, argumentar o desarrollar, como ha debido,  el 

alcance o relaci n del certificado expedido por al administrador del condominioó  
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en relaci n a los documentos que dan cuenta de los tems mensuales de gastosó í  

comunes para cada una de las parcelas.

En efecto, el fallo de primera instancia le otorga valor a los certificados de 

deuda  expedidos  por  el  administrador  del  condominio,  a  los  que  agrega  la 

confesional  del  demandado,  pero  no  explica  en  modo  alguno  las  diferencias 

num ricas que se advierten entre aquellos certificados y las plantillas de gastosé  

comunes que present  la misma demandante correspondiente al per odo que vaó í  

desde mayo de 2014 a agosto de 2017, por el que demanda.   M s bien, como seá  

advierte del motivo d cimo quinto del fallo aludido, al asentar la idea que esé  

obligaci n del demandado concurrir al pago de los gastos comunes, lo que noó  

est  controvertido,  concluye  que  el  monto  adeudado  es  el  indicado  en  losá  

certificados suscritos por el  administrador.

La incongruencia y falta de fundamento rese ado tambi n se observa en elñ é  

considerando d cimo sexto del fallo de primer grado, ya que reconoce que lasé  

plantillas o reportes de gastos comunes incorporadas al juicio por ambas partes 

son  en  general  coincidentes  salvo  algunas  diferencias  menores  que  anota,“ ”  

agregando  que lejos  de  desvirtuar  el  m rito  de  los  certificados,  las  plantillasé  

confirman la deuda reclamada, porque ellas contienen un monto nominal sin la 

multa  que  contempla  la  cl usula  trig sima  cuarta  del  reglamento,  queá é  

corresponde a  una  unidad  de  fomento  por  mes  de  atraso,  pero  no formula 

examen alguno que explique esa diferencia.

Por  ltimo,  y  lo  que  resulta  m s  llamativo,  en  el  mismo considerandoú á  

citado, luego de asentar el valor de los certificados, no explica por qu  desestimaé  

los  documentos  que  dan  cuenta  de  pago de  gastos  comunes  para  el  mismo 

periodo, indicando solo que las transferencias bancarias, correos electr nicos yó  

recibos de gastos comunes son  todos de fecha anterior a la de los certificados“…  

indicados, por lo que no se puede descartar que las sumas que representan ya  

est n  descontadas  de  las  cantidades  correspondientesá ,  sin  confrontar  tales”  

documentos  con  el  per odo  de  cobro  de  gastos  comunes  contenidos  en  laí  

demanda, esto es, desde el 1 de mayo de 2014 al 31 de agosto de 2017, pues 

evidentemente el certificado del administrador da cuenta de una deuda vencida y 

no  de  una  obligaci n  futura.   Lo  anterior  considerando,  adem s,  que  eló á  

demandante no formul  reparos respecto de esos documentos, ni prob  que seó ó  

correspondieran a per odos diversos a los contenidos en su demanda.í
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SEXTO:  Que  la  rese a  que  antecede  da  cuenta  de  las  notoriasñ  

discordancias y omisiones en que incurre la  sentencia,  las  que evidentemente 

inciden en la apreciaci n de los elementos constitutivos de la obligaci n cuyoó ó  

cobro  se  solicita.  As ,  la  ausencia  de  aquellos  razonamientos  tornaní  

incomprensible la decisi n en relaci n a los antecedentes que se determinaron enó ó  

el proceso, lo que demuestra, consecuencialmente, una falta de fundamentaci n,ó  

tanto  para  el  establecimiento  de  los  hechos  del  proceso  cuanto  para  la 

justificaci n de la decisi n adoptada, lo que debe ser abordado en razonamientosó ó  

atinentes al debate. 

S PTIMOÉ :  Que  en  concordancia  con  lo  expresado  debe  tenerse  en 

consideraci n que el C digo de Procedimiento Civil, en los art culos 158, 169,ó ó í  

170 y 171, regul  las formas de las sentencias.ó

En cumplimiento a lo estatuido por el art culo 5  transitorio de la Ley Ní ° º 

3.390, de 15 de julio de 1918, que mandat  a este tribunal a establecer poró  

medio de un Auto Acordado la forma en que deben ser redactadas las sentencias 

definitivas para dar cumplimiento a lo dispuesto en los art culos 170 y 785 delí  

C digo de Procedimiento Civil, esta Corte procedi  a dictar el Auto Acordadoó ó  

sobre la forma de las sentencias, de fecha 30 de septiembre de 1920, expresando 

que  las  definitivas  de  primera  o  de  nica  instancia  y  las  que  revoquen  oú  

modifiquen las de otros tribunales, contendr n: 5  Las consideraciones de hechoá “ °  

que sirvan de fundamento al fallo. Se establecer n con precisi n los hechos sobreá ó  

que versa la cuesti n que deba fallarse, con distinci n de los que hayan sidoó ó  

aceptados o reconocidos por las partes y de aquellos respecto de los cuales haya 

versado  la  discusi n;  6  En  seguida,  si  no  hubiere  discusi n  acerca  de  laó ° ó  

procedencia legal de la prueba, los hechos que se encuentren justificados con 

arreglo  a  la  ley  y  los  fundamentos  que  sirvan para estimarlos  comprobados, 

haci ndose, en caso necesario, la apreciaci n correspondiente de la prueba deé ó  

autos  conforme a  las  reglas  legales;  7  Si  se  suscitare  cuesti n  acerca  de  la° ó  

procedencia de la prueba producida, la exposici n de los fundamentos que debenó  

servir para aceptarla o rechazarla, sin perjuicio del establecimiento de los hechos 

en la forma expuesta en los p rrafos precedentes para los fines consiguientes; 8á ° 

Establecidos los hechos, las consideraciones de derecho aplicables al caso; 9  La°  

enunciaci n de las leyes o en su defecto de los principios de equidad con arregloó  

a los cuales se pronuncia el fallo; 10  Tanto respecto de las consideraciones de°  

hecho como las de derecho, el tribunal observar  al consignarlas el orden l gicoá ó  
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que el encadenamiento de las proposiciones requiera, y, al efecto, se observar ,á  

en  cuanto  pueda  ser  aplicable  a  tribunales  unipersonales,  lo  dispuesto  en  el 

art culo 186 del C digo de Procedimiento Civil  (actual art culo 83 del C digoí ó ” í ó  

Org nico de Tribunales).á

En diferentes ocasiones esta Corte Suprema ha resaltado la importancia de 

cumplir con tales disposiciones, por la claridad, congruencia, armon a y l gica ení ó  

los  razonamientos  que  deben  observar  los  fallos,  entre  las  que  destaca  la 

sentencia publicada en la  Revista de Derecho y Jurisprudencia Tomo XXV, 

Secci n 1 , p g. 156.ó ° á

OCTAVO: Que, en consecuencia, para dar estricto cumplimiento a lo 

dispuesto por el constituyente y el legislador, los jueces han debido agotar el 

examen de las argumentaciones que sustentan las alegaciones y defensas de las 

partes, analiz ndolas tambi n conforme a las probanzas que a ellas se refieren. á é

En  este  mismo  sentido,  considerar  implica  reflexionar  sobre  algo“ ”  

determinado, es decir, concreto. 

As , del contexto de justificaci n que antecede queda demostrada la falta aí ó  

las  disposiciones y principios referidos en que incurrieron los  magistrados del 

grado, lo que constituye el vicio de casaci n en la forma previsto en el art culoó í  

768 N  5 del C digo de Procedimiento Civil, en relaci n con el numeral 4  del° ó ó °  

art culo 170 del mismo texto legal, por la falta de consideraciones de hecho queí  

sirven de fundamento al fallo. 

NOVENO:  Que  el  art culo  775  del  C digo  de  Procedimiento  Civilí ó  

dispone que los tribunales,  conociendo, entre otros recursos, por la v a de laí  

casaci n,  pueden  invalidar  de  oficio  las  sentencias  cuando  los  antecedentesó  

manifiesten que ellas adolecen de vicios que dan lugar a la casaci n en la forma,ó  

facultad que se ejercer  en este caso en raz n de las motivaciones expresadasá ó  

anteriormente.

De conformidad a lo expuesto, las normas legales citadas y lo prescrito en 

los art culos 768 y 775 del C digo de Procedimiento Civil,  í ó se  inval ida  de 

of ic io  la sentencia dictada por la Corte de Apelaciones de Santiago el veintiuno 

de  enero  de  2021,  que  confirma  la  pronunciada  por  el  tribunal  a  quo, 

reemplaz ndola  por  la  que  ser  dictada  a  continuaci n,  separadamente,  siná á ó  

nueva vista de la causa. 
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T nganse por no interpuestos los recursos de casaci n en la forma y en elé ó  

fondo presentados por la abogada Karen Soto Segovia en representaci n deló  

demandado.

Reg strese.í

Redacci n a cargo del ministro Sr. Mauricio Silva C.ó

Rol N  14.274-2021.º

Pronunciado por la Primera Sala de la Corte Suprema por los Ministros Sr. 

Guillermo Silva  G.,  Sr.  Arturo Prado P.,  Sr.  Mauricio  Silva C.,  Sra.  Mar aí  

Ang lica Cecilia Repetto G., y el Ministro Suplente Sr. Mario G mez M. Noé ó  

firma el Ministro Suplente Sr. G mez M., no obstante haber concurrido a laó  

vista  del  recurso  y  acuerdo  del  fallo,  por  haber  terminado  su  periodo  de 

suplencia. Santiago, veinticuatro de junio de dos mil veintid s.ó
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Ministros (as) Guillermo Enrique Silva G., Arturo Prado P., Mauricio Alonso
Silva C., María Angélica Cecilia Repetto G. Santiago, veinticuatro de junio de
dos mil veintidós.

En Santiago, a veinticuatro de junio de dos mil veintidós, se incluyó en el
Estado Diario la resolución precedente.
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Santiago, veinticuatro de junio de dos mil veintid s.ó

En cumplimiento a lo ordenado en el fallo precedente y lo estatuido en el 

art culo  785  del  C digo  de  Procedimiento  Civil  se  pronuncia  la  siguienteí ó  

sentencia de reemplazo.

Vistos : 

Se  reproduce  lo  expositivo  del  fallo  en  alzada  a  excepci n  de  susó  

considerandos  d cimo tercero  a  d cimo octavo,  que  se  eliminan  y,  se  tiene,é é  

adem s, presente:á

PRIMERO: Que, en el presente caso se ha deducido demanda de cobro 

de pesos por los gastos comunes debidos por el demandado, correspondientes al 

per odo que media entre el 1 de mayo de 2014 hasta el 31 de agosto de 2017,í  

de dos parcelas que ste posee en el Condominio Chicureo II, en la comuna deé  

Colina.   En su libelo, la demandante expres  que por la llamada parcela N  28,ó °  

para el per odo indicado, manten a una deuda total de $13.872.960 y por laí í  

parcela  N  38,  una suma total  de $15.835.638,  m s intereses  hasta  su pago° á  

efectivo y costas, o en subsidio, las sumas que determine el tribunal.

En  fundamento  de  su  pretensi n,  el  actor  acompa  dos  documentosó ñó  

llamados  Certificado  de  Deuda ,  ambos  de  fecha  23  de  octubre  de  2017,“ ”  

emanados de Fernando Ort zar Silva, administrador del condominio Chicureoú  

II; en el primero certifica que la deuda por gastos comunes correspondientes a la 

parcela n mero 28 asciende a la suma de $13.872.960; y, en el segundo, indicaú  

que el monto de los gastos comunes correspondientes a la parcela n mero 38ú  

asciende a la suma de $15.835.638.  Ambos documentos se expiden en raz n deló  

reglamento de copropiedad del condominio que consta en escritura p blica de 10ú  

de  mayo  de  1994,  inscrito  en  el  registro  de  hipotecas  y  grav menes  delá  

Conservador de Bienes Ra ces de Santiago, correspondientes a ese a o.í ñ

SEGUNDO:  Que,  no  ha  resultado  controvertido  la  existencia  de  la 

obligaci n de pago de gastos comunes derivada de la comunidad denominadaó  

Condominio Chicureo II  y contenida en el reglamento de copropiedad que“ ”  

consta en escritura p blica de fecha diez de mayo de 1994, a lo que tambi n seú é  

refiri  el  demandado  en  la  diligencia  de  absoluci n  de  posiciones  en  suó ó  

oportunidad.

En lo atingente, los reproches que formula el demandado en su recurso de 

apelaci n a la sentencia de primera instancia se centran, primero, en que losó  
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certificados se alados no contienen una informaci n fidedigna sobre el contenidoñ ó  

de cada uno de los tems que componen el concepto de gasto com n definido ení ú  

el  reglamento  de  copropiedad  y,  segundo,  que  no  se  otorg  valor  a  losó  

instrumentos que dan cuenta de pagos de gastos comunes en el per odo se aladoí ñ  

en la demanda.

La sentencia de primera instancia otorg  a los certificados expedidos por eló  

administrador, como se lee del motivo d cimo quinto, el valor de presunci né ó  

judicial conforme se estipul  en la cl usula vig sima cuarta del reglamento deó á é  

copropiedad.  Sin embargo, al confrontar los montos globales contenidos en ellos, 

con los documentos que dan cuenta de pago en el mismo periodo demandado, 

los desestima por ser anteriores en fecha a los certificados, declarando que no“…  

se puede descartar que las sumas que representan ya est n descontadas de lasá  

cantidades correspondientes.   ”

TERCERO: Que,  en  relaci n  a  la  primera  cuesti n  indicada  por  eló ó  

demandado, acerca del valor de los certificados expedidos por el administrador 

del condominio, estos tienen su origen en lo estipulado en la cl usula vig simoá é  

cuarta  del reglamento de copropiedad, que consta en escritura p blica de fechaú  

10 de mayo de 1994, que indica: “La certificaci n del Administrador acerca deó  

los hechos que hubiere verificado personalmente, y que se relacionen en forma  

directa  con  la  comunidad del  conjunto,  o  con  acuerdos  de  la  Asamblea  de  

copropietarios   o  de  la  Junta  de  Vigilancia,  o  con  la  observancia  de  steé  

reglamento o de los preceptos suplementarios a que alude el art culo s ptimo,í é  

tendr  valor y efecto que la ley atribuye a presunci n legalá ó .”

La naturaleza de dicha norma reglamentaria est  en la noci n de pactosá ó “  

de  prueba  cuyo  alcance,  en  diversas  dimensiones,  ha  debatido  la  doctrina.”  

Estos  se  han  definido  como acuerdos  entre  particulares  relativos  a  aspectos“  

sustantivos de la regulaci n de la prueba, para alterar la reglamentaci n legaló ó ” 

(Daniel Pe ailillo A., La prueba en materia sustantiva civil , Editorial Jur dicañ “ ” í  

de Chile,  a o1989,    p gina 41ñ á )   y si bien suponen, como en este caso, la 

existencia de un acto jur dico entre las partes que as  lo acuerden, el autor se haí í  

pronunciado m s bien por su rechazo en tanto alteran normas de orden p blicoá ú  

referente al valor probatorio de determinados medios de prueba que no pueden 

ser  modificadas  por  el  solo  acuerdo  de  las  partes,  a  menos  que  la  ley 

expresamente los faculte para ello.  Desde luego, en las relaciones que surgen 
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habitualmente en la vida en comunidad y en ejecuci n de la normativa que seó  

han  otorgado  en  su  reglamento  de  copropiedad,  las  certificaciones  aludidas 

tienen  plena  aplicaci n,  sin  embargo,  cuando  aquellas  son  objeto  deó  

cuestionamiento  o  son  el  fundamento  de  una  pretensi n  judicial,  el  m ritoó é  

acordado por las partes no limita o restringe, en ning n caso, la funci n del juezú ó  

de evaluar su procedencia y valor conforme la ley, m xime si se trata de uná  

sistema de valoraci n de prueba legal o tasada.ó

CUARTO: Que, conforme lo expresado, no resulta suficiente entonces, 

para la determinaci n del ó quantum de lo debido la sola existencia del certificado 

respectivo, pues el efecto de presunci n legal que le otorga el reglamento deó  

propiedad no resulta obligatorio para el juez, debiendo ste, en ejercicio de laé  

funci n de valoraci n de la prueba,  confrontarlo con el m rito de los dem só ó é á  

antecedentes que han aportado las partes en relaci n al monto efectivo de losó  

gastos  comunes,  m s  a n  cuando  la  alegaci n  del  demandado  estribaá ú ó  

precisamente en la veracidad del contenido de las afirmaciones proferidas en ese 

documento.

Al respecto y sin que fuera objeto de reproche, como consta a folio 43, con 

fecha 18 de enero de 2019, la parte demandante acompa  una serie de planillasñó  

que contiene el desglose del gasto com n desde mayo de 2014 a marzo de 2017,ú  

correspondiente a las parcelas 28 y 38, coincidentes con el periodo cobrado en la 

demanda. En ellos, bajo el ep grafe Reporte de Gastos comunes , junto con laí “ ”  

individualizaci n  del  mes  y  a o  respectivo,  precisa  los  diversos  tems  queó ñ í  

componen la obligaci n de la comunidad, expresando el valor del gasto com nó ú  

mensual por cada parcela.  

La demandada, por su parte, a folio 46, con fecha 28 de enero de 2019, 

acompa  iguales  antecedentes  junto  a  un  conjunto  de  correos  electr nicosñó ó  

impresos, emanados del administrador del condominio, don Fernando Ort zar.ú  

La demandante por medio de escrito que consta a folio 48 formul  observacionesó  

a  la  presentaci n  de  la  demandada,  indicando  que  ella  constitu a  unó í  

reconocimiento  o  aceptaci n,  tanto  de  su  obligaci n  de  pago,  como  de  suó ó  

cuant a, citando al efecto las disposiciones de los art culos 1713 del C digo Civilí í ó  

en relaci n con el art culo 399 del C digo de Procedimiento Civil.ó í ó

QUINTO:  Que,  del  examen  de  los  mencionados  documentos,  y 

considerando la modalidad de c lculo prevista en el reglamento de copropiedad,á  
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se observa que el gasto com n resulta id ntico para cada parcela;  y, a pesar deú é  

existir diferencias menores en las plantillas presentadas por ambas partes en los 

meses de enero, febrero, marzo, abril, agosto, septiembre y diciembre de 2015 y 

diciembre de 2016, los montos que contienen aquellas presentadas por la parte 

demandante tiene el siguiente detalle aplicable a cada unidad:  Mayo de 2014, 

una cuota de $75.886; junio de 2014, una cuota de $79.298;  julio de 2014, una 

cuota de $76.799; agosto de 2014, una cuota de $83.508; septiembre de 2014, 

una cuota de $85.753; octubre de 2014, una cuota de $80.905; noviembre de 

2014, una cuota de $85.491; diciembre de 2014, una cuota de $75.810; enero de 

2015, una cuota de $92.451; febrero de 2015, una cuota de $92.451; marzo de 

2015, una cuota de $92.451; abril  de 2015, una cuota de $92.451; mayo de 

2015, una cuota de $91.823;  junio de 2015, una cuota de $85.793;  julio de 

2015,  una  cuota  de  $90.588;    agosto  de  2015,  una  cuota  de  $116.190; 

septiembre  de 2015,  una cuota  de  $92.451;  octubre  de 2015,  una cuota  de 

$92.386;  noviembre de 2015, una cuota de $86.341;   diciembre de 2015, una 

cuota de $87.855;   enero de 2016, una cuota de $81.938;  febrero de 2016, una 

cuota de $81.040;   marzo de 2016, una cuota de $98.421;  abril de 2016, una 

cuota de $80.866;  mayo de 2016, una cuota de $94.966;  junio de 2016, una 

cuota de $117.798;   julio de 2016, una cuota de $93.604;   agosto de 2016, una 

cuota de $100.606;   septiembre de 2016, una cuota de $89.505;   octubre de 

2016,  una cuota de $103.975;  noviembre de 2016,  una cuota de $113.297; 

diciembre  de  2016,  una  cuota  de  $93.474;   enero  de  2017,  una  cuota  de 

$95.757; febrero de 2017, una cuota de $87.591;  marzo de 2017, una cuota de 

$118.964;  abril de 2017, una cuota de $88.523;   mayo de 2017, una cuota de 

$90.326;  junio de 2017, una cuota de $91.216;  julio de 2017, una cuota de 

$96.084;  y, para agosto de 2017, una cuota de $95.340.

As ,  el  total  de  gastos  comunes  devengados  y  detallados  por  elí  

administrador del condominio, en relaci n con las denominadas parcela N  28 yó °  

N  38 de propiedad del demandado, para el periodo de mayo de 2014 a agosto°  

de 2017, alcanza a la suma de $3.669.971, para cada una, o sea, un total de 

$7.339.942,  cifra  que  por  estar  debidamente  desglosada  conforme  los  temsí  

contemplados  en  la  cl usula  d cimo  s ptima  y  vig sima  del  reglamento,  seá é é é  

considerar  como el total para los periodos demandados.  á
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En los  mismos documentos,  que seg n demostr  el  demandado, fueronú ó  

remitidos desde el correo electr nico del administrador del condominio, no seó  

precisa  ni  detalla  en  todo caso-  tems  diversos,  como multas,   recargos  de– í  

intereses u otros, de lo que tampoco se hace cuesti n en la demanda, que seó  

refiere nicamente a gastos comunes cuyo concepto y detalle se precisa en laú  

cl usula d cimo s ptima del reglamento de copropiedad. á é é

SEXTO: Que, atendido el detalle de los gastos comunes que mes a mes 

el administrador del condominio remit a al demandado don Luis Vera Ibaceta,í  

no resulta explicable el contenido de cada una de las certificaciones emanadas 

del  primero  y  que  fueron  acompa adas  a  la  demanda.   En  efecto,  en  elñ  

certificado emitido para la parcela N  28 se indica la suma de $13.872.960 y en°  

el  extendido  para  la  parcela  N  38,  se  se ala  un  total  $15.835.635,  sumas° ñ  

considerablemente  superiores  al  total  obtenido  del  detalle  que  el  mismo 

administrador formul  en cada de los reportes mensuales de gastos comunes queó  

ha remitido a los copropietarios del Condominio Chicureo II, y correspondientes 

al per odo que se demanda.í

Esta notoria discordancia impide otorgar valor alguno a las certificaciones 

de fecha 23 de octubre de 2017 suscritas por el administrador don Fernando 

Ort zar, en tanto no aparecen revestidas de la claridad y precisi n necesariasú ó  

para  formular  un adecuado examen que confronte  cada una de  las  partidas 

contenidas  en  la  cl usula  d cimo  s ptima  y  vig sima  del  reglamento  deá é é é  

condominio,  lo  que,  por  el  contrario,  s  aparece  justificado  en  las  plantillasí  

mensuales acompa adas por ambas partes y emanadas del mismo administrador.ñ  

S PTIMOÉ :  Que,  a  prop sito  de  lo  indicado  en  el  motivo  anterior,ó  

resulta  necesario  precisar  que,  la  configuraci n  de  una  presunci n,  en  tantoó ó  

operaci n l gica, parte de un hecho conocido para concluir como existente otroó ó  

desconocido o incierto. El  juez logra el resultado o inducci n l gica de dar por“ ó ó  

conocido un hecho que no lo era, a trav s de otro que s  es conocido. El hechoé í  

que proporciona las  bases  para el  razonamiento inductivo se llama indicio o 

hecho  b sico;  el  desconocido,  al  cual  se  llega  por  operaci n  l gica,  hechoá ó ó  

presumido o presunci n" Para que la presunci n sea admisible es necesario queó ó  

el hecho b sico indicio est  completamente demostrado; en otro caso habr  queá é á  

probarlo y esto se ala que la presunci n de hecho no modifica las reglas de lañ ó  
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carga de la prueba  ” (Leonardo Prieto Castro, "Derecho Procesal Civil" volumen  

I, Madrid, 1978, N 169, p gs. 181-182° á ).

La jurisprudencia ha dicho que si los hechos probados son m ltiples, elú  

primer proceso intelectual de la prueba de presunciones consiste en el examen 

conjunto de tales  hechos para establecer si ellos  son concordantes,  esto es,  si 

guardan entre s  relaci n de conformidad con todos o algunos de ellos que tiendeí ó  

de  manera  uniforme  y  de  una  forma  indubitada  a  establecer  el  hecho 

desconocido, o sea, el hecho que ha dado origen al proceso y sobre el cual no se 

tienen pruebas preestablecidas y completas. Si bien los requisitos de gravedad, 

precisi n y concordancia de las presunciones judiciales son materia que quedaó  

entregada a la sola inteligencia del juez, a su propia convicci n, esta libertad deó  

apreciaci n  se  refiere,  naturalmente,  a  la  deducci n  misma;  pero  el  examenó ó  

previo de los hechos probados que deben producir la convicci n en uno u otroó  

sentido obliga en cuanto al requisito de la concordancia, al examen conjunto de 

tales hechos, pues s lo el estudio simult neo debe llevar a la conclusi n de queó á ó  

entre ellos existe relaci n de correspondencia o conformidad. (Corte Suprema, 30ó  

de noviembre de 1955. R., T52, sec.1 , p.388.).ª

OCTAVO:  Que  la  observaci n  se alada  lleva  a  concluir  que  eló ñ  

planteamiento levantado por el demandado, en orden a que las certificaciones 

emanadas del administrador del condominio contienen par metros que no haná  

sido especificados y resultan,  por tanto,  arbitrarios,  deber  ser acogida.    Alá  

respecto, y solo a modo de buscar una posible explicaci n del monto certificadoó  

por el administrador, baste con mencionar que la cl usula trig simo cuarta delá é  

reglamento  de  copropiedad  indica  que  el  retardo  en  el  pago  de  los  gastos 

comunes ser  sancionado con una multa igual al valor de una unidad de fomentoá  

adicional por cada mes calendario de retardo, y considerando que el per odo deí  

cobro abarca un total de 40 meses impagos, el total de unidades de fomento 

originadas en raz n de ello -40 U.F.- si se estimasen incluidas, no alcanzan nió  

cercanamente al monto que consta en los certificados referidos.  Dicho tem, porí  

lo  dem s,  no  fue  objeto  de  cobro  en  la  demanda  que  dio  origen  a  esteá  

procedimiento lo que hace a n m s incomprensible el monto indicado en losú á  

certificados acompa ados por el actor.ñ

La divergencia anotada, impide, sin duda, el ejercicio de cualquier derecho 

a defensa por parte de copropietarios  que eventualmente sean requeridos,  ya 
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judicial o extrajudicialmente, para el pago de gastos comunes, y pudieran verse 

expuestos a cobros indebidos nicamente en m rito de una certificaci n que noú é ó  

se condice con el  propio detalle  que se les remite mes a mes.  Por ello,  las 

certificaciones o constancias  s lo  tienen valor  en la medida que de su meroó  

examen sea posible inferir claramente las variables que determinan la conclusi n,ó  

anotaci n o cifra que contienen, pudiendo desvirtuarse su contenido sobre laó  

base de otros elementos probatorios, como ha ocurrido en la especie.

NOVENO: Que, determin ndose entonces que el total devengado porá  

gastos comunes correspondientes a las parcelas N  28 y N  38 del condominio° °  

Chicureo II, de propiedad del demandado, en el periodo que abarca a los meses 

de mayo de 2014 a agosto de 2017, alcanza a la suma de $3.669.971, para cada 

una,  o  sea,  un  total  de  $7.339.942,  corresponde,  como  segunda  cuesti n,ó  

examinar aquella prueba acompa ada por la demandada destinada a enervar enñ  

parte la acci n de cobro.ó

En efecto, consta a folio 46, que la demandada acompa  nicamente losñó ú  

siguientes  documentos:  a)  Recibo  de  dep sito  bancario  a  nombre  deló  

Condominio Chicureo II, por la suma de $259.450, de fecha 30 de mayo de 

2017;   b)  copia  de  consulta  bancaria  donde figura  transferencia  bancaria  al 

Condominio Chicureo II, por un total de $264.331, de fecha 30 de junio de 

2017; c) copia de dep sito bancario a nombre del Condominio Chicureo II, poró  

la suma de $250.999, de fecha primero de agosto de 2017; d) copia de dep sitoó  

bancario da nombre del condominio Chicureo II, por la suma de $260.858, de 

fecha 30 de agosto de 2017 junto a un correo electr nico en el que se indica queó  

corresponder a al mes de julio de 2017; y, e) copia de transferencia electr nica aí ó  

mismo condominio, por la suma de $259.111 junto a correo electr nico queó  

indica que corresponde a los gastos comunes del mes de agosto de 2017.

Estos documentos, no desvirtuados ni controvertidos por la demandante, 

alcanzan a un total de $1.294.749, y referidos a pagos formulados en el per odoí  

de tiempo se alado en la demanda, deber n descontarse del total ya determinadoñ á  

como gastos comunes objeto de la presente demanda.

Por estas consideraciones, disposiciones legales aludidas en lo considerativo 

y las que se han reproducido del fallo de primer grado y lo dispuesto en el 

art culo 186 del C digo de Procedimiento Civil,  í ó se  confirma la sentencia de 

veintiocho de  enero  de  dos  mil  veinte  dictada  por el  Juzgado de  Letras  de 
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Colina,  con  dec laraci nó  que la demanda por cobro de gastos comunes del 

periodo que abarca los meses de mayo de 2014 a agosto de 2017, queda acogida 

nicamente por la suma total de $6.045.193, la que deber  pagarse m s interesesú á á  

corrientes y reajustada de acuerdo a la variaci n del IPC desde la fecha en queó  

la presente sentencia quede ejecutoriada, hasta su pago efectivo.

Reg strese, notif quese, comun quese y devu lvase. í í í é

Redacci n del ministro Sr. Mauricio Silva C. ó

Rol 14.274-2021.-

Pronunciado por la Primera Sala de la Corte Suprema por los Ministros Sr. 

Guillermo Silva  G.,  Sr.  Arturo Prado P.,  Sr.  Mauricio  Silva C.,  Sra.  Mar aí  

Ang lica Cecilia Repetto G., y el Ministro Suplente Sr. Mario G mez M. Noé ó  

firma el Ministro Suplente Sr. G mez M., no obstante haber concurrido a laó  

vista  del  recurso  y  acuerdo  del  fallo,  por  haber  terminado  su  periodo  de 

suplencia. Santiago, veinticuatro de junio de dos mil veintid s.ó
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En Santiago, a veinticuatro de junio de dos mil veintidós, se incluyó en el
Estado Diario la resolución precedente.
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